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EXPEDIENTE ARBITRAJE Nº  AR – 04/2015

MODALIDAD:  DERECHO

DEMANDANTES.-  D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX y otros.
DEMANDADA.-  SOCIEDAD COOPERATIVA XXXXX
LAUDO 01 / 2016

En Albacete, a veintiuno de enero de dos mil dieciséis.
Justo Juan Pliego Romero, colegiado nº XXX del Ilustre Colegio de Abogados de Ciudad Real, con domicilio a efectos de notificaciones en XXXXX en la localidad de Toledo, XXXXX, provisto con D.N.I. nº XXXXX, habiendo sido nombrado  Árbitro Único en el expediente número  AR – 04/2015, en virtud de Resolución de la Secretaría del Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha de fecha 25 de septiembre de 2015, después de tener en consideración las alegaciones manifestadas y una vez examinada la prueba aportada, procedo a dirimir en Derecho las cuestiones que me han sido planteadas por las partes, exponiendo a continuación los siguientes 

ANTECEDENTES
I.-  PRETENSIONES DE D. XXXXX Y OTROS ACTUANDO EN SU CONDICIÓN DE SOCIOS ANTE LA ENTIDAD SOCIEDAD COOPERATIVA AGRARIA XXXXX
De inicio, este procedimiento arbitral tuvo un primer elemento en la solicitud de conciliación, de fecha 10 de junio de 2015, que se formuló por parte de D. XXXXX, con DNI nº XXXXX y de D. XXXXX, con DNI nº XXX, y de D. XXXXX, con DNI nº XXX, en su calidad de socios de la cooperativa XXXXX, frente a los también socios D. XXXXX y D. XXXXX, en su calidad de Presidente y Secretario salientes, a juicio de la parte actora, de la Cooperativa respectivamente.


En su escrito señalaron los demandantes que en la Asamblea General celebrada en sesión de fecha 30 de mayo de 2015, los mismos habían sido elegidos como miembros del Consejo Rector y que una vez solicitados los trámites necesarios para la toma de posesión de los nuevos rectores, ni éstos se habían llevado a cabo, como tampoco la expedición del acta de la citada Asamblea, la inscripción de renovación de cargos ante la Unidad competente del Registro de Cooperativas. De igual manera no se les había facilitado el acceso a la documentación y libros de la Cooperativa, a pesar de haber dirigido un burofax requiriendo dicha actividad en fecha 08 de junio de 2015. Ante esta situación se solicitaba la convocatoria de un acto de conciliación al efecto de resolver el referido conflicto.

Con posterioridad a aquel escrito inicial, y sin que se hubiera celebrado acto de conciliación alguno, se formuló de nuevo por parte de los siguientes socios de la Cooperativa en su escrito de fecha 05 de julio de 2015 solicitud de arbitraje en la modalidad de Derecho, en concreto: D. XXXXX, con DNI nº XXX; de D. XXXXX, con DNI nº XXX; de  D. XXXXX, con DNI nº XXX,  de  D. XXXXX, con DNI XXX; de D. XXXXX, con DNI XXX; y finalmente D. XXXXX, con DNI XXX - representado en este caso por la letrada Dña. XXXXX, colegiada nº XXX del ICA de Valencia -, actuando todos en el presente procedimiento en su propio nombre y representación, con legitimación activa en su calidad de socios de la cooperativa agroalimentaria  XXXXX que dio lugar al presente procedimiento arbitral, en el que se plantearon las cuestiones que sucintamente se exponen a continuación:

PRIMERO.-  Que los co-demandantes señalaron lo que, a su juicio, supone la producción de irregularidades en el desarrollo de la actividad en la Cooperativa por parte del considerado como Presidente en funciones, D. XXXXX, y de su Secretario D. XXXXX.

En base a esa supuesta comisión de irregularidades, 69 socios suscribieron y remitieron en fecha solicitud de de convocatoria de Asamblea General de carácter extraordinario, respecto de la cual señalan los demandantes no obtuvieron respuesta alguna, lo que supondría una clara vulneración de los derechos de participación y de información de los socios.
SEGUNDO.-    La parte actora expuso en su escrito que respecto a la Asamblea General ordinaria que tuvo lugar en fecha 30 de mayo de 2015, los socios demandantes junto a otros solicitaron diversa información y/o documentación sobre diversos asuntos (copia de las cuentas anuales, copia de actas anteriores,...) que no fue satisfecha por el Consejo Rector de la entidad.

TERCERO.-   Una vez tuvo lugar la Asamblea General y se presentó una candidatura para la renovación parcial de cargos del órgano de administración de la Cooperativa, conformada por D. XXXXX, D. XXXXX y D. XXXXX, que se postularon para desempeñar los puestos de Presidente, Vocal y Tesorero respectivamente. 

Frente a la misma se presentaron a dicha elección los hasta esa fecha Presidente y Vocal respectivamente, D. XXXXX y D. XXXXX, más una tercera persona que los demandantes no pudieron identificar en su escrito de demanda.


Según mantienen los demandantes, se produjo la votación en ese concreto punto del orden del día, siendo vencedora la candidatura de la parte actora por un total de 63 votos contra 58 de los socios que venían desempeñando funciones rectoras.


En su relato señalaron que, al conocerse dicho resultados el Sr. XXXXX  - como presidente de la Asamblea -, abandonó la sala junto con el Secretario D. XXXXX con el listado de asistentes y demás documentación, conducta que buscaría impedir la eficacia de la votación.
CUARTO.-  Se señala por los socios demandantes que en los siguientes días se dirigieron al Consejo Rector a los efectos de realizar el traspaso de poderes, sin que éste se realizara ni se le permitiera el acceso a la información relevante de la entidad, máxime cuando a juicio de aquéllos la Cooperativa estaría atravesando una delicada situación económica y financiera que podría comprometer la viabilidad de la sociedad.
QUINTO.-  Por parte del Secretario de la Cooperativa, el día 18 de junio de 2015 se habría entregado a uno de los socios demandantes, certificación del Acta de la Asamblea de fecha 30 de mayo de 2015, que según consideran los demandantes no refleja fielmente lo sucedido en la misma, sirviendo de base únicamente a posteriores actuaciones en la vía jurisdiccional por los rectores de la entidad contra los socios que rechazan su gestión.
SEXTO.-   Los demandantes como conclusión de su escrito de inicio, solicitaron de este Árbitro que declarara en su laudo de forma expresa el reconocimiento por parte de D. XXXXX y de D. XXXXX de la validez del acuerdo de renovación de cargos que tuvo lugar en la Asamblea de fecha 30 de mayo de 2015, y en consecuencia: "la realización de todos los actos necesarios para la efectiva toma de posesión de los caros de Presidente, Vocal y Tesorero por parte de los socios D. XXXXX, D. XXXXX y D. XXXXX, respectivamente."

II.- CONTESTACIÓN DE LA SOCIEDAD COOPERATIVA XXXXX
Por su parte, la  Cooperativa XXXXX, con domicilio social en la localidad de XXXXX - XXXXX, provincia de XXXXX, en XXXXX, provista de C.I.F. nº XXXXX y actuando en calidad de representante ante este procedimiento, debidamente apoderado por la entidad por documento notarial otorgado ante el Notario de XXXXX, provincia de XXXXX, D. XXXXX, en fecha 03 de junio de 2015, y con número de protocolo XXX, al letrado del ICA de Albacete, Don XXXXX, colegiado nº XXX, siendo prestado aquel por el representante legal de la entidad, Don XXXXX, provisto de DNI nº XXXXX; que contestó ante el Consejo Regional de Economía Social mediante escrito de aceptación y contestación de fecha 11 de septiembre de 2015 en el que se plantearon de contrario los siguientes argumentos que se resumen a continuación.

PRIMERO.-   Por parte de la Cooperativa demandada, con carácter previo se señaló que los incidentes que habrían acaecido, a juicio de la Cooperativa, de hecho forzaron a la suspensión de la Asamblea General del 30  de mayo de 2015 y a proceder a interponer una denuncia penal que se estaría tramitando en el Juzgado Mixto Nº 1 de los Almansa bajo el indicativo Juicio por Delito Leve nº X/XX.

Dicho procedimiento penal se habría dirigido, entre otros, contra la mayoría de socios que actúan en este procedimiento como parte actora, por lo que de inicio se solicitaba de este órgano arbitral la suspensión de su tramitación, en tanto no recayera sentencia firme en el referido procedimiento penal.
SEGUNDO.-   Alegó primeramente la entidad en cuanto a una de las cuestión de fondo, que se planteaba en diversos puntos lo siguiente: a) no se habría realizado operación alguna que hubiera comprometido la viabilidad de la Cooperativa o de la comarca, estando al corriente de pago en su obligaciones financieras; b) se habría sustituido al responsable de ventas en el ejercicio de las funciones del órgano de administración; c) señalaban los responsables de la Cooperativa que el conflicto que se planteaba sobre la apertura de un supermercado en la demandada provenía de la existencia de establecimiento similares de los socios o de sus allegados.
TERCERO.-    Que sobre la petición de convocatoria de Asamblea General de fecha 17 de noviembre de 2014, ésta si fue contestada a los socios promotores en cartas fechadas los días 14 de noviembre de de 2014 y 05 de diciembre de 2014, aunque se consideró que la misma no era ajustada a Derecho por cuanto se habría firmado por personas no acreditadas, por otros que no ostentaban la condición de socios, o se habría repetido la identidad de los peticionarios, lo que impediría que se alcanzase el número mínimo e socios necesario para la convocatoria, lo que junto con la proximidad de la fecha obligada de la Asamblea ordinaria - en cinco meses a la solicitud - motivaría que no se hubiera convocado.

Con relación a las reiteradas solicitudes de información a las que no se habría dado respuesta por la Cooperativa, la misma señaló que todas ellas si han sido contestadas en los términos de la ley regional cooperativa, es decir, facultando a los solicitantes para que realizaran su examen  en las dependencias de la sociedad.

Por contra, la demandada calificó como abusivas la solicitudes de documentación de los últimos cinco ejercicios o la de personarse en las entidades financieras, que a juicio de la Cooperativa carecen de apoyo legal alguno, que según la misma dieron lugar a una situación que en fecha 12 de agosto de 2015 motivaría una denuncia penal contra gran parte de los demandantes, formulada por D. XXXXX en su condición de Presidente de la Cooperativa ante los juzgados de Almansa.
CUARTO.- Con respecto a los hechos que, según la demandada, habrían acontecido en la celebración de la Asamblea, se señala por la Cooperativa que la mayoría de los socios denunciados - parte actora en este procedimiento -,habría impedido desde el inicio el normal desarrollo de la Asamblea, increpando al Presidente y demás integrantes del Consejo Rector, rodeando la mesa de votación cuando se procedió a la elección de los miembros del Consejo de Administración a los efectos de impedir o dificultar el ejercicio del libre derecho de voto de los socios.

También indicaron que se habría intentado usurpar la dirección de la Asamblea, por lo que ante esos incidentes el Consejo Rector suspendió la misma - al amparo de las facultades del artículo 48.4 de la Ley de Cooperativas -, poniéndolo en conocimiento de los órganos competentes en materia de Cooperativas del gobierno regional.


Con posterioridad, y según el relato de la demandada, se habría redactado un Acta por los co-demandantes para su registro la Unidad Provincial del Registro de Cooperativas, lo que se habría denegado por carecer de la firma del Secretario del Consejo Rector, D. XXXXX.

QUINTO.-  Finalizó su escrito de contestación la Cooperativa demandada  solicitando del Árbitro que dictara Laudo desestimando íntegramente el escrito de demanda formulado por los co-demandantes, dado que no se puede considerar como acreditada la adopción de acuerdo alguno de renovación de cargos sociales, y considerando que en concordancia con lo argumentado, los referidos cargos que han cesado en su mandato continuarían de forma provisional, estaría prevista la convocatoria de una nueva Asamblea por el órgano de administración societario, cuya acta se realizaría bajo forma notarial, con la posibilidad de asistencia de un funcionario técnico de la Consejería competente en materia cooperativa, a fin de garantizar el desarrollo del proceso de renovación de cargos y de esta manera el respeto pleno de las garantías y derechos de la totalidad de socios de la Cooperativa.
III.- VISTA PRELIMINAR Y MEDIOS DE PRUEBA PRACTICADOS

Se celebró con carácter excepcional y urgente, y a la vista de la solicitud de suspensión de la Cooperativa demandada por concurrencia de prejudicialidad penal, la vista preliminar en forma no unificada, recogida en el artículo 22.2 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social  (DOCM  Nº 214 de 02/06/2006) en fecha 23 de octubre de 2015 en la sede de la Dirección Provincial en Albacete de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la calle Alarcón, número 2, de la ciudad de Albacete, para fijar los términos de la cuestión litigiosa del presente procedimiento de arbitraje, en su modalidad de Derecho.

Tuvo lugar dicho acto con la presencia de dos de los socios solicitantes del procedimiento: D. XXXXX y de D. XXXXX, con la asistencia letrada de Dña. XXXXX, colegiada nº XXX del ICA de Valencia, la cual aportó en dicho acto apoderamientos apud acta de los anteriormente citados junto con los de un tercer socio ausente en esta vista, D. XXXXX, con DNI nº XXX. Dichos apoderamientos se realizaron ante el Jefe de Servicio de Trabajo en Albacete, D. XXXXXX. Por parte de la Cooperativa demandada asistió en su representación el letrado D. XXXXX, colegiado nº XXX del ICA de Albacete.

Dando inicio a la vista preliminar, se concedió en primer lugar la palabra a la parte demandante, la cual ratificó íntegramente en este acto su escrito de solicitud de arbitraje. A continuación, se dio traslado a la Cooperativa XXXXX, la cual procedió a ratificar en todos sus términos lo establecido en el escrito de contestación aportado.

A)   Objeto de la controversia

En consideración a fijar el objeto de la controversia ante la invocación por los co-demandantes de numerosas conductas y actos que podrían ser objeto de un procedimiento arbitral, la parte actora lo estableció por remisión de forma expresa al punto Décimo de su expositivo en el escrito de demanda, que de nuevo pasamos a reproducir:


"La pretensión que se formula y se somete al presente ARBITRAJE DE DERECHO es el 
reconocimiento por D. XXXXX y D. XXXXX 
de la validez de los acuerdos de renovación de cargos sociales adoptados en la 
Asamblea de 30/05/2015 y, en consecuencia, la realización de todos los actos 
necesarios para la efectiva toma de posesión de los cargos de Presidente, Vocal y 
Tesorero por parte de los socios D. XXXXX, D. XXXXX y D. XXXXX, respectivamente."


B)  Cuestión previa sobre suspensión

Respecto a la solicitud de suspensión planteada como una cuestión previa dentro del procedimiento, las partes realizaron diversas alegaciones:
PRIMERO.- Habiéndose formulado en fecha 16 de septiembre de 2015, junto con el escrito de oposición por la Cooperativa demandada, solicitud de suspensión del procedimiento arbitral, se concedió de inicio la palabra al letrado de aquélla, por considerar la Cooperativa en sus argumentos que, aun no existiendo una normativa específica en este punto en el Decreto 72/2006 regional, ni tampoco en la vigente Ley de Arbitraje, tendría que ser de aplicación supletoria al presente procedimiento el artículo 40 de la LEC.


Dicho precepto legal establece la suspensión de las actuaciones cuando se acredite la existencia de una causa criminal en la que se estén investigando alguno o algunos de los hechos que fundamenten las pretensiones de las partes en el proceso civil, y ello cuando la decisión del tribunal penal acerca del hecho por el que se proceda en la causa criminal pueda tener influencia decisiva en la resolución sobre el asunto civil. Asimismo, la suspensión que venga motivada por la posible existencia de un delito de falsedad de alguno de los documentos aportados se acordará cuando, a juicio del tribunal, el documento pudiera ser decisivo para resolver sobre el fondo del asunto.


A más, en este acto procedimental el letrado de la Cooperativa aportó nueva y diversa documentación, consistente en:

· Copia de las Diligencias Previas, Procedimiento Abreviado nº XX/XX que se siguen en el Juzgado Mixto Nº 1 de los de XXXXX por delitos societarios, iniciado a instancia de los socios D. XXXXX, D. XXXXX, D XXXXX, D XXXXX y D. XXXXX, contra D. XXXXX, Presidente de la Cooperativa, y D. XXXXX, Secretario de la Cooperativa. Dicho procedimiento se inició por querella de los socios identificados de fecha 05 de agosto de 2015.

· Auto de fecha 18 de agosto de 2015 acordando la apertura del procedimiento penal antes reseñado.

· Escrito de los socios actuantes, de fecha 17 de septiembre de 2015, de ampliación de querella en el citado procedimiento penal.

· Resolución de 18 de septiembre de 2015 de la Dirección Provincial de Albacete de la Consejería de Economía, Empresa y Empleo, por el que se da cumplimiento al oficio del Juzgado de Almansa que ordena el cierre de las hojas registrales de la Cooperativa demandada.

· Reseña de la STSJ de Castilla-La Mancha, Sala de lo Civil y Penal de 10 de octubre de 2013 que resuelve sobre la litispendencia, en el caso concreto respecto del ordenamiento civil.

Argumentó en este punto la Cooperativa que existía además ya un inmediato procedimiento penal por los hechos acaecidos el día 30 de mayo de 2015 - cuya denuncia se interpuso en fecha 12 de junio de 2015 -, durante la celebración de la Asamblea General, de la que viene conociendo el mismo Juzgado Mixto Nº 1 de los de Almansa como Juicio por Delito Leve XX/XX, por posibles coacciones, amenazas, injurias y/o lesiones. 

Se dirige dicho procedimiento penal contra los socios: D. XXXXX, D.XXXXX, Dña. XXXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, D. XXXXX, la letrada en este procedimiento, Dña. XXXXX, y D. XXXXX; concurriendo lo que la LEC exige para la apreciación de esta excepción: i) la existencia de un proceso pendiente sobre el mismo objeto; ii) exigiéndose que haya la triple identidad a que se refería el artículo 1252 del Código Civil: “eadem personae”, “eadem res” y “eadem causa petendi”. 


Adicionalmente señaló el letrado de la Cooperativa que ante el cierre de la hoja registral - ordenada a instancia de los socios demandantes -, una resolución favorable a la tesis de los co-demandantes no podría ser objeto de ejecución, provocando así la nula virtualidad de la resolución arbitral.

SEGUNDO.- De contrario argumentó la parte actora frente a la suspensión solicitada ratificando su escrito de fecha 24 de septiembre de 2015, que de manera resumida podemos extractar:

a) No existe identidad entre las cuestiones planteadas en el arbitraje y en las diligencias penales iniciadas.

b) Considera que la prejudicialidad alegada no existe en el ámbito de los procedimientos arbitrales, y que no cabe la alegación de la ley rituaria civil o de la LOPJ.

c) Por la propia naturaleza de esta clase de procedimientos, se impedirían las dilaciones procedimentales injustificadas, dado que frustrarían así el verdadero objeto del arbitraje.

TERCERO.-  Este órgano arbitral acordó bajo los principios establecidos en el artículo 4 del Decreto 72/2006, como rectores del procedimiento arbitral (economía procesal, agilidad, igualdad entre las partes y gratuidad), la continuidad en la tramitación de la vista preliminar, acordando que en el Acta de ésta se resolvería con carácter previo acerca de la suspensión solicitada.

Por todos esos argumentos depuestos por las partes en el presente procedimiento frente a  la referida solicitud de suspensión, este órgano arbitral acordó DESESTIMAR la misma, tras examinar la existencia o no de la identidad de hechos que motivaría la aplicación de la litispendencia o prejudicialidad penal. 

Si bien, tanto por los co-demandantes como por la Cooperativa se esgrimen toda una serie de hechos que pretenden ser un nexo causal que explicaría el objeto del procedimiento, la propia labor de la vista previa ha fijado de manera concreta la controversia sobre la que resolver, que no es sino otra que la validez de las votaciones en el punto del orden del día de la Asamblea General de fecha 30 de mayo de 2015, cuyo contenido era la renovación parcial de los miembros del Consejo Rector de la Cooperativa por el fin de su mandato en sus cargos

Asunto que en el caso de procedimiento penal iniciado en la Cooperativa no es sino el marco de los presuntos hechos objeto de denuncia, y que en el caso de la querella criminal formulada es un argumento más factico que jurídico ante una situación, que a juicio de los mismos, seria síntoma de desgobierno y administración desleal para con la masa social y los intereses de la Cooperativa.
A más, la STS de 30 de mayo de 2007 indica, en relación con el artículo 362 de la anterior LEC (actualmente el art. 40 LEC) que el mismo “establece una norma de prejudicialidad penal, que es siempre devolutiva (art. 10.2 LOPJ), pero que, aparte de ser de interpretación restrictiva exige que la sentencia civil deba  fundarse exclusivamente en el supuesto de existencia de un delito". Aclara el Alto Tribunal esta afirmación inicial estableciendo la regla de aplicación de dicha institución procesal: "el fundamento no es exclusivo cuando la resolución civil no depende de la decisión penal, sino que puede resolverse perfectamente al no encontrarse condicionado o supeditado su fallo a la existencia misma del delito”. En definitiva, no hay obligación de suspender cuando "no es necesaria la previa condena penal".
Respecto al cierre de la hoja registral de la entidad, este órgano arbitral tiene que declarar que la inscripción de los cargos sociales tiene un carácter declarativo y no constitutivo - artículo 20 de la Ley 11/2010 -, por cuanto ocurriría que al no existir la citada inscripción, no sería oponible dicha circunstancia frente a terceros. De hecho ese "cierre" de hoja registral se ha venido produciendo en numerosas ocasiones en los últimos años en nuestra región, con motivo de que no se haya llevado a cabo la adaptación por distintas Cooperativas de sus normas estatutarias a la vigente Ley regional en el plazo fijado en la disposición transitoria segunda de la norma legal, sin que por ello, hayan cesado en su actividad ordinaria.
La actividad de la Cooperativa en cuanto a su gestión ordinaria queda garantizada por el contenido del párrafo segundo del artículo 61.1 de la Ley de Cooperativas, dado que:


" El cargo de administrador o administradora tendrá la duración fijada en los estatutos, 
con un máximo de seis años, admitiéndose reelecciones sucesivas salvo disposición 
contraria de los estatutos.

Agotado el plazo de duración antedicho, la persona afectada deberá seguir ocupando el 
cargo hasta que se haya celebrado asamblea general o hubiere transcurrido el plazo 
para la celebración de la asamblea que ha de resolver sobre la aprobación de las 
cuentas del ejercicio anterior y los nuevos administradores nombrados acepten los 
cargos. (...)"

Sin embargo, la evidente provisionalidad de los cargos sociales y una hipotética paralización de la actividad cooperativa - derivada, a efectos de ejemplo, de una posible certificación de cargos y de la extensa tramitación en los procedimientos penales -, junto con el evidente carácter antifomalista de los sistemas alternativos de resolución de conflictos, como es el arbitraje, justifica de hecho y de derecho la desestimación de la solicitud de suspensión planteada.

C) Medios de prueba solicitados


Al amparo del artículo 24 del Decreto 72/2006 se abrió el período de propuesta de medios de prueba, de forma que la parte demandante solicitó nuevo plazo para presentar escrito con los medios de defensa a practicar en la vista definitiva  y que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados por aquélla y que ya constan en el expediente. Por parte de ese órgano arbitral se acordó otorgar plazo a los socios demandantes hasta el día 29 de octubre de 2015 para que presentaran los medios de prueba a practicar en el presente procedimiento.


De contrario, la representación de la Cooperativa XXXXX solicitó de éste órgano la admisión como medio de prueba novedoso la documental aportada en esta vista, e igualmente que se tuvieran por reproducidos los documentos aportados ya por esta entidad.
Este órgano arbitral decretó la admisión de todos los medios de prueba solicitados por las partes, sin perjuicio de los que pudiera solicitar ex novo la  parte demandante.


Como consecuencia del plazo concedido, se formularon nuevas solicitudes de medios de prueba que se concretaron en las siguientes, sobre los que resolvió este órgano arbitral en su escrito de fecha 09 de noviembre de 2015:
· Documental para su aportación por la Cooperativa.
· Copia del acta de la Asamblea General celebrada el pasado 30/05/2015.

· Certificado de los acuerdos adoptados en los puntos relativos a la aprobación de cuentas del ejercicio 2014 y a la renovación de cargos sociales, con indicación de las votaciones producidas en cada sentido (a favor, en contra y abstención).

· Certificado comprensivo del listado nominal de asistentes a la Asamblea.

· Certificado comprensivo del listado de personas que ejercieron su derecho al voto en el punto relativo a la renovación de cargos sociales.

· Interrogatorio de testigos. 

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Dª XXXXX.

· Dº XXXXX.

· Interrogatorio de otros testigos, los cuales deberían ser citados por la representación de la Cooperativa. 

· Dº XXXXX, Presidente de la Cooperativa.

· Dº XXXXX, Secretario de la Cooperativa.

· Dº XXXXX, Vicepresidente de la Cooperativa.

· Dº XXXXX, Vocal de la Cooperativa.

· Dª XXXXX, empleada de la Cooperativa.

· Dª XXXXX, socia de la Cooperativa, asistente a la Asamblea celebrada el 30/05/2015.

· Dª XXXXX, socia de la Cooperativa, asistente a la Asamblea celebrada el 30/05/2015.

· Interrogatorio como testigo de Dña. XXXXX, letrada asistente a la Asamblea celebrada el 30/05/2015.


La demandada se opuso en este punto al interrogatorio de la letrada, por considerar que la misma estuvo presente en la Asamblea en defensa y representación de su cliente, por lo que se encontraría sujeta a la obligación de secreto profesional y, en su caso, futuras acciones disciplinarias.

Por parte de la Cooperativa, en su escrito también se adhería de inicio a la solicitud de la documental pedida, no oponiéndose a la testifical que de contrario se planteaba, sin perjuicio de señalar el derecho de la demandada a interrogar a la totalidad de testigos propuestos por los demandantes, solicitando además que también se incluyeran los siguientes nuevos testigos, para su interrogatorio en el acto de la vista:

· D. XXXXX
· D. XXXXX
· D. XXXXX
· D. XXXXX

Por este Árbitro se admitió como válida la alegación como causa de inadmisión formulada por la Cooperativa frente a la citación como testigo de la letrada de la entidad por lo que pudiera afectar a sus propias obligaciones que como tal le son de aplicación, máxime cuando por este órgano arbitral ya se han admitido un total de veintitrés testigos por ambas partes, lo que permite junto con la documental ya incorporada, garantizar en su plenitud el derecho de defensa de todas las partes en conflicto.
IV.- VISTA DEFINITIVA Y FASE PARA CONCLUSIONES
La vista definitiva de este procedimiento, prevista en el artículo 25 del Reglamento, tuvo lugar en fecha 20 de noviembre de 2015, de nuevo en la sede de la Dirección Provincial en Albacete de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, sita en la calle Alarcón, número 2, de la ciudad de Albacete, con una duración excepcionalmente extensa, como consecuencia del gran número de medios de prueba cuya práctica habían solicitado las partes, y a la necesaria unidad de acto que cabe deducirse de la naturaleza de estos procedimientos, que se rigen, entre otros, bajo el principio de economía procesal y de agilidad.
Tuvo lugar dicho acto con la presencia del socio que actuó en representación en este acto del resto de co-demandantes, DON XXXXX, con DNI nº XXX;  bajo la asistencia letrada de Dña. XXXXX, colegiada nº XXX del ICA de Valencia; así como de la parte demandada, la Cooperativa agroalimentaria XXXXX, representada en este acto por su presidente DON XXXXX, con DNI nº XXXXX, y acompañado del letrado del ICA de Albacete, Don XXXXX, colegiado nº XXX

Dicha vista dio inicio, con carácter de cuestión previa, por parte de la Cooperativa demandada reiterando su solicitud de suspensión del procedimiento, a lo que la representación de los co-demandantes se opuso de nuevo en base a los argumentos ya recogidos en el procedimiento.

Frente a la misma, este órgano arbitral se ratificó en la resolución adoptada en su escrito de fecha 23 de octubre de 2015 - en base a los argumentos ya incorporados en la presente resolución -, por el que se desestimaba la suspensión formulada. Se solicitó y así se da cumplimiento a la constancia en el presente Laudo de la expresa protesta de la representación letrada de la Cooperativa, a los efectos de una futura impugnación si a su Derecho así conviniera.

Igualmente, la representación de los co-demandantes alegó como cuestión previa su protesta por la inadmisión como medio de prueba de la anterior letrada de la Cooperativa, Dña. XXXXX, así como la denegación del conocimiento previo de la prueba documental, por considerar que se estaría violando el principio de igualdad de partes y se le causaría indefensión a la parte actora. 


A dichos argumentos se opuso la Cooperativa señalando los deberes de la anterior letrada en cuanto a sigilo profesional y que respecto a la documental, la misma ya obraba en poder de los demandantes, dado que se habría entregado copia del acta de la Asamblea de 30 de mayo de 2015 en concreto el día 18 de junio de 2015. Por lo que respecta al resto de documental solicitada por los demandantes, se señaló que el contenido del acta da testimonio de lo acaecido en la Asamblea y los acuerdos adoptados, y que en relación al listado de asistentes y de socios que habrían ejercido el derecho al voto, no existirían y sería imposible su aportación, ya que habrían desaparecido como consecuencia de los hechos que, según la Cooperativa, motivaron la suspensión de aquélla.

Ante la ratificación del Árbitro en su negativa sobre dichos medios de prueba al amparo del artículo 24.2 del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, el cual establece: "Los árbitros decidirán sobre la admisibilidad, pertinencia y utilidad de las pruebas propuestas, así como sobre su práctica y valoración."; se solicitó por la letrada de los actores que se hiciera constar en el Laudo su expresa protesta, por lo que pudiera a su Derecho convenir sobre la inadmisión de esos concretos medios de prueba.


Finalmente, para dar cumplimiento a la inclusión de la totalidad de protestas que los letrados de ambas partes solicitaron a este Árbitro dentro del presente Laudo, hay que señalar que habiendo ya iniciado la vista, y depuesto ya en el procedimiento siete testigos por parte de la Cooperativa - solicitados los mismos en su escrito por la parte actora - y cuando iban a deponer otros siete testigos propuestos por los co-demandantes (por estar ausentes o enfermos otros cuatro de los previstos originalmente), se procedió a la renuncia expresa por la Cooperativa respecto de los cuatro testigos que si pidió en su escrito de fecha 29 de octubre de 2015, solicitando en este acto la inclusión adicional de D. XXXXX, con DNI nº XXX, en cuanto empleado de la Cooperativa que además fue la persona que tomó las notas necesarias para la redacción del acta de la Asamblea objeto de este procedimiento.

Por los co-demandantes, se solicitó el testimonio en la vista de los cuatro testigos ya renunciados por la demandada al hacerlos suyos, no oponiéndose a la admisión del testimonio de D. XXXXX.

Este órgano arbitral, a la vista de lo solicitado inadmitió el testimonio de los cuatro testigos por considerar que nada novedoso aportarían a lo ya expuesto por los testigos anteriores, dado que no se justificó por la parte actora en qué puntos pudieran ilustrar o esclarecer de una forma distinta a lo ya expuesto en el plenario. Sin embargo, si se admitió el testimonio del Sr. XXXXX por su participación directa en la redacción del acta de la Asamblea, en cuanto testimonio de lo ocurrido en el punto objeto del debate jurídico.


Se elevó protesta por la letrada de la parte actora sobre ese concreto acuerdo arbitral de inadmisión, y se solicitó su expresa constancia en la resolución arbitral para fundamentar ulteriores impugnaciones.

Concluida la práctica de los medios de prueba, ambas partes expusieron sus conclusiones, ratificando las ya incorporadas en sus respectivos escritos de demanda y de contestación, alegando la representación de los co-demandantes la presunta falsedad del acta aportada por la demandada.
A la vista de los antecedentes expuestos y dado que se trata de un arbitraje de Derecho, se exige motivación jurídica en su resolución; por ello el Árbitro que suscribe considera de aplicación los siguientes
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-    Sobre la competencia arbitral
El Consejo Regional de Economía Social de Castilla-La Mancha se haya facultado para el conocimiento del presente arbitraje, en virtud de las funciones que le atribuye el artículo 167 de la vigente Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.


Esta potestad para desempeñar funciones arbitrales, prevista en la legislación cooperativa autonómica, se reconoce bajo la figura del arbitraje institucional establecida en el artículo 14 de la Ley de Arbitraje, fijándose en el apartado segundo del citado precepto que se ejercerán dichas funciones conforme a sus propios reglamentos.


Se ha procedido en el presente arbitraje conforme a lo establecido en el Decreto 72/2006, de 30 de mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social. Asimismo, se ha observado lo dispuesto en la Ley 60/2003, de 23 de de diciembre, de Arbitraje - modificada por la Ley 11/2011 de 20 de mayo -, de aplicación supletoria según lo dispuesto en la disposición adicional única del Decreto 72/2006.

SEGUNDO.-    Sobre el Convenio Arbitral y la modalidad de arbitraje
Los co-demandantes solicitaron la celebración del presente arbitraje ante el Consejo Regional de Economía Social en su escrito de fecha 05 de julio de 2015, petición que se fundamentó en la cláusula de sumisión arbitral establecida en la disposición final de los Estatutos de la sociedad cooperativa ante este órgano de la economía social y de conformidad con lo recogido en el apartado primero, letra a) del artículo 16 del Reglamento. De igual manera, la cooperativa demandada se sometió expresamente en su escrito de contestación al arbitraje solicitado.


Esta modalidad de Derecho viene reconocida como excepcional en el artículo 15 del Decreto, requiriendo previo acuerdo expreso de las partes en el uso de dicha clase de arbitraje, sin perjuicio del carácter ordinario que se establece para éste en la normativa de ámbito estatal, así recogida en el artículo 34.1 de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre.


En cuanto al alcance y facultades que en un arbitraje se configuran, el Tribunal Constitucional, en su Sentencia 174/1995 de 23 de noviembre, mantiene que el arbitraje es un medio para la solución de conflictos basado en la autonomía de la voluntad de las partes y supone una renuncia a la jurisdicción estatal por la del árbitro, siendo así un equivalente jurisdiccional que resulta compatible, en principio con la Constitución. Como consecuencia más inmediata de dicha doctrina es el reconocimiento respecto de que los árbitros prestan también tutela efectiva de los derechos e intereses legítimos en el sentido del artículo 24.1 de nuestra Constitución, ya que su actividad conduce a la creación de un título ejecutivo con eficacia similar a la sentencia judicial.

TERCERO.- Sobre la convocatoria y desarrollo de la Asamblea General celebrada el 30 de mayo de 2015.
La propia celebración de la inicial vista preliminar redujo a objeto principal del procedimiento arbitral, no la legalidad o legitimidad de la propia celebración de la Asamblea General que tuvo lugar en la Cooperativa XXXXX el 30 de mayo de 2015, sino exclusivamente al concreto punto referido a la renovación de los cargos sociales, cuya convocatoria además se aportó en la demanda, fechada el día 04 de mayo de 2015 con un total de 8 puntos en el orden del día (documento nº 2 de la demanda), y en el que se advertía de la necesidad de presentar la tarjeta acreditativa de socio para acceder al salón de actos de la Cooperativa, fijado como lugar de celebración.

Y a esta conclusión puede llegar este Árbitro del propio testimonio de los testigos en la vista, de lo que se puede establecer el desarrollo de los acontecimientos desde el momento inicial, según el cual, los asistentes a la Asamblea habrían sido objeto de control previo por la empleada doña  XXXXX, ejercido a través de un listado, pero que según declaro en esta sede, no podría garantizar de forma absoluta que hubieran podido entrar y participar en la Asamblea personas no autorizadas, aunque también señaló que hizo entrega de ese listado a la mesa de presidencia de aquélla, desconociendo su destino posterior.


En cuanto al desarrollo del orden del día, ambas partes, tanto los co-demandantes como los miembros del Consejo Rector también coincidieron en que sometida a aprobación las Cuentas anuales - como segundo punto del orden del día -, una vez presentadas por el asesor de la entidad, don XXXXX, fueron objeto de aprobación por una mayoría muy ajustada de un sólo voto favorable, y así se recoge de forma expresa en el acta: "arrojando el resultado de 54 votos a favor de su aprobación, 53 en contra, 3 abstenciones y 1 voto nulo; quedando así aprobadas las cuentas anuales."; sin que ningún testimonio alegara disconformidad en ese concreto punto, pero también no se dejó de expresar que dicho punto fue objeto de intenso debate por parte de don XXXXX actuando en su calidad de socio y de economista frente a la exposición del asesor.

También existe unánime aceptación en los siguientes hechos, que en este punto se procedió a: a) realizar las votaciones previstas para la renovación parcial de los miembros del Consejo Rector; b) que se dio inicio al proceso de elección  mediante voto secreto que se había solicitado en la Asamblea, y que se propusieron candidaturas agrupadas en lista, no individuales, teniendo cada una de ellas el número 1 y el número 2, a efectos de su identificación por los socios.

Es a partir de este momento cuando las versiones, sin perjuicio de un desacuerdo de mayor calado en cuanto al desarrollo de la propia Asamblea y los alegados por la Cooperativa alborotos e interrupciones en su desarrollo, tienen un sentido antagónico, tanto por las partes en el procedimiento como por los testigos que a propuesta de cada parte depusieron en el procedimiento sobre el proceso electoral.


La Cooperativa demandada, señala que: i) no habría concluido la votación dado el tumulto que se habría producido, y que por consiguiente no pudo existir recuento alguno; ii) que se hizo imposible del todo realizar el proceso electoral con una mínima seguridad y garantizando el libre ejercicio del derecho a voto, sin que los socios pudieran sentirse coaccionados; iii) que la urna y los votos ya depositados habrían caído al suelo en un momento dado; iv) ante la situación de desorden y alboroto, según la Cooperativa, habrían motivado que el Presidente, en el uso de sus potestades recogidas en el artículo 48.4 de la Ley 11/2010, hubiera procedido a su suspensión y a dar por concluida la sesión; v) de resultas de la situación se habrían perdido los documentos y listados referidos a la Asamblea General (asistentes, votos,...); vi) que no se puso en conocimiento los hechos de las fuerzas de seguridad del Estado por la salvaguarda del prestigio e imagen de la entidad, así como para evitar consecuencias de mayor gravedad.

De igual manera, la entidad demandada señaló que posteriormente se redactó el Acta de la Asamblea, en base a las notas y apuntes que realizó el empleado don XXXXX, y que se realizó un borrador que fue aprobado en su redacción final el día 08 de junio de 2015, siendo firmada por cuatro miembros del Consejo Rector y dos socias: doña XXXXX y doña XXXXX, debiendo señalar que tanto los seis firmantes como el empleado que desarrolló labores como redactor de las notas, ratificaron e hicieron suyos el contenido del Acta ante este órgano arbitral.

También se señaló que la copia de dicha acta se le hizo entrega a los demandantes en fecha 18 de junio de 2015, frente a la que no habría formulado oposición alguna hasta la interposición de su escrito de solicitud de arbitraje en fecha 05 de julio de 2015.

Frente a este desarrollo fáctico, los co-demandantes y los testigos por ellos propuestos mantuvieron una versión diametralmente opuesta, en base a los siguientes argumentos: i) que la Asamblea se desarrolló con plena normalidad, sin perjuicio de los problemas derivados de la difícil situación económica de la entidad, que motivaron intensos debates; ii) que la sesión fue controlada en su acceso y que no asistieron personas ajenas o no autorizadas a la sesión; iii) que la votación se desarrolló con plena normalidad con dos listas, la nº 1 para la reelección de los gestores en funciones y la nº 2 para una candidatura con nuevos socios; iv) que en representación de los miembros de la candidatura, y demandantes en este procedimiento, acudieron don XXXXX y don XXXXX a la mesa de presidencia con el único fin de controlar el proceso pero sin interferir en él o impedir su normal desarrollo; v) que la candidatura nº 2 fue elegida por 63 votos a favor frente a los 58 votos obtenidos por los miembros del Consejo Rector vigentes a fecha de la Asamblea; vi) que los resultados se hicieron públicos en la Asamblea, y que incluso se habría felicitado y reconocido como vencedores a los integrantes de la lista nº 2 por parte de los miembros salientes del Consejo; vii) que con carácter inmediato a conocer el resultado el Presidente abandonó la Asamblea, y por tanto, unido con la hora tan avanzada, habría motivado que se tuviera que dar por concluida la sesión.


Con relación al Acta y su contenido, sin perjuicio de cómo ya se ha señalado se muestra conformidad con aspectos fácticos de la misma, como su inicio y desarrollo de los dos primeros puntos del orden del día - aprobación del acta anterior y de las Cuentas anuales -, los demandantes señalaron que su contenido en lo demás era falso, en tanto que lo que realmente tendría por finalidad, dar por ciertos unos desordenes que no se habrían producido, sólo a los efectos de otorgar veracidad a  las posteriores actuaciones en vía penal y dirigidas contra los socios co-demandantes junto con otros socios distintos. Adicionalmente, ante los testimonios vertidos en la vista se puso en duda por los actores, no sólo el fondo del acta sino también la forma, lugar y fecha de su redacción.

Se alegó por los demandantes que se hizo caso omiso de las solicitudes de información dirigidas al Consejo saliente y que tras varios requerimientos, se les facilitó el acta de la Asamblea, aunque ninguna otra documentación referida a la misma como los listados de votos y/o de asistentes.

CUARTO.- Sobre la valoración de la prueba y los criterios recogidos en la legislación aplicable.
La situación de inicio de este procedimiento parte de la existencia de dos únicos elementos probatorios reales: el acta redactada por el Consejo Rector de la entidad - cuya veracidad respecto a su forma y contenido se pone en duda por los demandantes -; y un total de quince testigos que en el testimonio que aportan en el acto de la vista  de forma reiterada  no muestran en cuanto al desarrollo y resultado en el punto concreto de la elección parcial de miembros del órgano de administración, alguna contradicción o ni tan siquiera, dudas o hacen suyos - cuando menos parcialmente - alguno de los puntos que la otra versión contraria a la parte que le ha propuesto mantiene, como tal se ha expuesto sobre lo acaecido.


Resulta imprescindible, al analizar cualquier cuestión de valoración probatoria en el proceso civil - que actúa de supletorio en la normativa arbitral -, precisar la distinción entre los fenómenos de la interpretación y la valoración, aludir a los sistemas, bien tasados o libres de valoración, e intentar precisar el alcance de las denominadas "reglas de la sana crítica".


Una primera operación mental a efectuar por un órgano jurisdiccional es la de “interpretar” el resultado de los medios de prueba, que significará fijar qué ha dicho el testigo, cuáles son las máximas de experiencia que aporta el perito o cuál es el contenido de un documento, por citar algunos ejemplos de los medios de prueba más habituales. Una vez verificada la “interpretación”, el Árbitro en este caso, deberá proceder a su “valoración”, aplicando bien una regla de libre valoración – caso de los testigos y peritos- o de valoración tasada –caso de los documentos-, y consistente en determinar la credibilidad del testigo, la razonabilidad de las máximas de experiencia aportadas por el perito y su aplicación al caso concreto, o si el documento es auténtico y refleja los hechos ocurridos en la realidad.

En la actual regulación de la Ley 1/2000, de Enjuiciamiento Civil (LEC), el legislador ha establecido un sistema de libre valoración de la prueba, pues a salvo de las reglas de prueba tasada (interrogatorio de partes y valor de los documentos públicos y privados), existe una gran libertad valorativa por el juez conforme  a las reglas de la sana crítica (interrogatorio de parte, testifical, prueba pericial, reconocimiento judicial y medios de filmación, grabación y semejantes). No pudiendo obviar, como señala el artículo 34 de la Ley 60/2003 de Arbitraje y se reafirma por el artículo 28 del Reglamento arbitral regional, los árbitros pueden aplicar las normas jurídicas y fundamentos de resoluciones judiciales indicadas por las partes en sus alegaciones o las que los árbitros estimen apropiadas, de lo que se infiere que no necesariamente deben guardar relación con la relación jurídica o con la controversia sometida a arbitraje.

Si bien el valor del acta de la Asamblea como prueba documental se ha puesto en duda, dado que se ha alegado la presunta falsedad en su contenido e irregularidades en su redacción, así como en su fecha y lugar de elaboración, esa pretendida falsedad documental, sale fuera de la competencia de un procedimiento arbitral, correspondiendo su calificación como tal a la jurisdicción y no a esta clase de procedimientos.


Pero la verdadera fuerza probatoria de ese documento tiene que ponerse en relación con la testifical de esas quince personas que depusieron en el acto de la vista, dado que estamos ante el enjuiciamiento de un hechos ocurridos en un acto público dentro de la actividad ordinaria de cualquier sociedad cooperativa, con la asistencia de más de cien personas, entre socios y empleados, pero que vienen manteniendo - y ratificando en su declaraciones - versiones absolutamente opuestas y casi antagónicas, de forma que es casi imposible ver puntos en común que sean aceptados por ambos "grupos", sin perjuicio de cómo ya se ha señalado únicamente hay plena conformidad en cuanto a la propia celebración y al desarrollo de los dos primeros puntos del orden del día de la Asamblea General que tuvo lugar el 31 de mayo de 2015 en XXXXX.

Ante esta situación, el propio artículo 376 LEC somete, sin reservas, este medio de prueba al principio de la prueba libre. El Tribunal, en el momento de la valoración de la prueba, apreciará las declaraciones testificales conforme a "las reglas de la sana crítica" en función de "la razón de ciencia" que hubieran dado, "las circunstancias que en ellos concurran" y de las tachas formuladas contra los testigos y de la prueba practicada para su acreditación.


Las reglas de la sana crítica "si bien no están codificadas han de entenderse como las más elementales directrices de la lógica humana". El método interpretativo de estas reglas "es el de la razón y el de la lógica, pues no difiere del común empleado por cualquier persona experimentada para extraer y formular conclusiones en las mismas circunstancias".

A la hora de realizar la valoración testifical, hay que establecer que parámetros utilizar para valorar la declaración de un testigo conforme a las reglas de la sana crítica, de forma que se garantice la plena igualdad de las partes en el procedimiento.

El legislador no se ha limitado a formular una alusión genérica a las reglas de la sana crítica, sino que ha enunciado tres parámetros, más con carácter admonitivo que preceptivo, que aportan seguridad jurídica y, sin excluir otros criterios, reducen la arbitrariedad judicial en la valoración de la declaración del testigo. Se trata de: la razón de la ciencia del testigo; las circunstancias concurrentes en el testigo; y las tachas formuladas y su resultado.
1) La razón de ciencia viene referida a la fuente de información del testigo y ha sido definida, a nivel doctrinal, como "las circunstancias de tiempo, modo y lugar que hagan verosímil el conocimiento de los hechos por el testigo y la ocurrencia del mismo hecho" y, a nivel jurisprudencial, como "una justificación de la declaración, es decir, la expresión del cómo, cuándo, y dónde se percibió lo que se declara" (SAP Santa Cruz de Tenerife, de 19 de junio de 2006). Alude a la cercanía del testigo con el hecho y a la fiabilidad de su fuente de conocimiento.
2) Las circunstancias concurrentes se refieren a "las relaciones del testigo con las partes y con los hechos sobre los que declara" (SAP Córdoba, de 13 de enero de 1997). Resulta muy difícil, por no decir imposible, efectuar una enumeración exhaustiva de tales circunstancias, por ser una cuestión propia de la psicología del testigo y de las circunstancias concretas del caso.
3) La tacha y su resultado que, como es sabido, no comporta la inhabilidad del testigo para declarar (art. 379.3º LEC), sí exigen un mayor esfuerzo en la motivación del juicio fáctico por parte del juez, quien deberá razonar porqué otorga credibilidad al testigo, no obstante concurrir unas circunstancias que a priori disminuyen su credibilidad, habiendo declarado la jurisprudencia "el testimonio de un testigo susceptible de ser tachado, puede inducir válidamente a formar el convencimiento del juez sobre la veracidad de sus datos, objeto de prueba, tanto más cuanto que la Sala explicita los criterios que dentro de las reglas de la sana crítica le conducen a formar su convicción" (STS de 17 de noviembre de 1998).

La valoración conforme a las reglas de la sana crítica no elude la motivación del juicio fáctico en la resolución (artículo 218.2 LEC) que, en relación a la prueba testifical, puede alcanzar: a) qué hechos alegados y controvertidos han quedado probados conforme a la prueba testifical; b) porqué se otorga credibilidad a las manifestaciones de un testigo; c) porqué merece mayor credibilidad la declaración de un testigo sobre otros, caso de existir una pluralidad de declaraciones contradictorias sobre un mismo hecho; d) porqué se otorga credibilidad al único testigo; e) la colisión de la valoración del testigo con los restantes medios de prueba, esto es, qué aspectos de la declaración de un testigo aparecen corroborados o contradichos por el resultado de otros medios de prueba. Este proceso ha sido también denominado como "crítica o depuración del testimonio".

Ahora bien, ante la situación que se plantea en este concreto procedimiento, la cuestión debe abordarse desde la valoración de las declaraciones contradictorias de varios testigos sobre un mismo hecho.


De inicio hay que señalar que no existe previsión legal para valorar las declaraciones contradictorias de testigos, ni norma alguna que otorgue preferencia a la declaración de un testigo, cuando como en el presente caso, se da una pluralidad de declaraciones contradictorias.


Con carácter general, y extraordinaria cautela a juicio de la doctrina y de las resoluciones judiciales, podríamos otorgar mayor credibilidad: a) a la declaración del testigo directo - que ha presenciado personalmente los hechos - sobre la declaración del testigo de referencia, que tiene conocimiento de los hechos a través de un tercero; b) a la declaración del testigo libre de tacha sobre la declaración del testigo tachado, el denominado, "testigo suspectus"; c) a la declaración del testigo cuyas respuestas abordan directamente las cuestiones formuladas sobre las declaraciones del testigo cuyas respuestas inciden en detalles periféricos y soslayan el tenor de las preguntas; d) a la declaración del testigo-perito (artículo 370.4 LEC) sobre la declaración del mero testigo, en todo aquello que precise conocimientos científicos, técnicos, artísticos o prácticos.


Si ponemos en relación lo ocurrido en el presente procedimiento, hay que constatar que se ha venido otorgando cualidad de prueba testifical a lo que en realidad debe ser considerado como un interrogatorio de parte, dado que hasta seis personas que declararon están identificadas en el procedimiento expresamente como demandantes y/o como demandados, sin perjuicio de que la impugnación que sobre el acta de la Asamblea se configura en la vista conlleva la implicación directa de otros cuatro testimonios, por el interés directo en que deviene el resultado de este proceso respecto de éstos. Para finalmente poder concluir que todas las partes y testigos estuvieron presentes directamente en el desarrollo de la Asamblea, respondieron a las preguntas formuladas sin ánimo de elusión, y que no cabría otorgar un plus de neutralidad a cualquier testimonio frente a los demás.

No puede despreciarse por este órgano arbitral la trayectoria de desencuentros y de conflictos dentro de la masa social de la Cooperativa, que podemos ejemplificar en uno de los escasos puntos sobre el que las partes han mostrado su conformidad, como es la aprobación de Cuentas anuales por un estrecho margen, o la solicitud de Asamblea extraordinaria unos meses antes por un grupo destacado de socios de la entidad, máxime cuando a fecha de esta resolución existen hasta tres procedimientos penales iniciados por ambas partes en conflicto.

En base precisamente a esa acreditada trayectoria de conflictividad, para admitir como ajustada a Derecho la solicitud de los co-demandantes en un punto tan consubstancial para la vida societaria, y de mayor calado aún en una sociedad cooperativa,  como es la elección de los miembros del Consejo Rector, hay que ponerlo en relación con el segundo principio Cooperativo: "Control democrático de los miembros". Este principio trae su origen en los principios que se establecieron desde los inicios del movimiento cooperativo - por los denominados “Pioneros de Rochdale” en el año 1844 -, que deben inspirar la constitución y el funcionamiento de las sociedades cooperativas y sus relaciones con sus socios. 


En la refomulación que de los principios se realizó por la Alianza Cooperativa Internacional (ACI) en el año 1995, se define dicho principio según el cual:  "Las cooperativas son organizaciones democráticas controladas por sus miembros que participan activamente en la definición de sus políticas y la toma de decisiones. Los hombres y mujeres elegidos como representantes son responsables ante los miembros. En las cooperativas primarias, los miembros tienen iguales derechos de voto (un miembro equivale a un voto) y las cooperativas de otros niveles están igualmente organizadas de manera democrática. "



El artículo 1.3 de la derogada Ley de 2002 establecía que las cooperativas de Castilla-La Mancha deberían ajustarse “en su estructura y funcionamiento a los principios formulados por la Alianza Cooperativa Internacional”, que actúan a semejanza de los generales del derecho, reconocidos como fuente del ordenamiento jurídico español en el artículo 1 del Código Civil, que se ve reproducido en similares términos en el vigente artículo 2.2 de la Ley 11/2010, de 4 de noviembre, de Cooperativas de Castilla-La Mancha.

La relevancia de la materia que se ha sometido en este procedimiento como objeto del arbitraje - tanto per se como por su implicación con el mismo concepto y naturaleza cooperativa -, exige que de una manera cuasi indubitada se acrediten los hechos cuya validez se pretende del órgano arbitral, quebrando al tiempo la veracidad y contenido de un acta respecto de la que sus firmantes hacen suyos su contenido, aspecto que en modo alguno se ha podido deducir en el desarrollo de este procedimiento.

Concluyendo en base a la documentación aportada y medios de prueba practicados en la vista del procedimiento, sólo cabe declarar la desestimación de la solicitud de arbitraje formulada por los co-demandantes, lo que por otra parte en nada perjudica en el derecho que ostentan como socios de ser electores y elegidos en un nuevo proceso electoral, dado que el actual Consejo Rector viene actuando "en funciones" con carácter provisional, dado que su mandato se encuentra agotado, aspecto sobre cuya resolución se trata en el siguiente punto de este mismo Laudo.
QUINTO.- Sobre la renovación de los miembros del Consejo Rector por agotamiento de su mandato.

La desestimación del suplico de los co-demandantes no puede suponer con ello que se derive en un resultado no pretendido por este Árbitro, como sería la paralización de la vida societaria de una entidad cooperativa, que engloba no solo una actividad mercantil por sí misma como tal industria agroalimentaria, sino que simultáneamente es un motor de riqueza y cohesión social con la comunidad en la que se asienta, valores que suponen la propia consubstancialidad del modelo cooperativo y que impregnan los principios ya citados en este Laudo.


Si bien como ya se ha expuesto en puntos anteriores, la gestión ordinaria de la Cooperativa se encuentra garantizada por la aplicación del artículo 61.1 de la vigente ley cooperativa regional, no puede por ello esa provisionalidad convertirse en temporalmente indeterminada, en una situación en la que no solo concurren los problemas derivados de la propia actividad empresarial sino un cúmulo de acciones jurisdiccionales que conduciría a la paralización frente a terceros y frente a la propia masa social.


Habiendo agotado el mandato los miembros del Consejo Rector, la conclusión a la que nuestra normativa legal y estatutaria de la entidad nos conduce es a la necesaria e inmediata celebración de una nueva Asamblea General de carácter extraordinario, que permita el funcionamiento normalizado de la Cooperativa dentro de su vida societaria. Así, el artículo 45.1 de la Ley 11/2010 residencia en el órgano de administración la convocatoria de las distintas Asambleas Generales y establece como plazo de máximo de convocatoria en su artículo 46.1 de la misma norma legal: " La asamblea general se convocará con una antelación mínima de diez días hábiles y máxima de sesenta días hábiles, a la fecha prevista para su celebración." 

Este órgano arbitral no pretende ni puede eludir o deslegitimar al actual órgano de administración de NUESTRA SEÑORA DEL ROSARIO, como tampoco aplicar mutatis mutandis las facultades establecidas en el apartado segundo del citado artículo 45 para una convocatoria judicial - arbitral en este caso -, pero ante la situación que a este órgano se le plantea y al que las partes en conflicto se someten, le facultan para señalar al órgano de administración determinadas cautelas en garantía del derecho, no sólo de los co-demandantes sino de la totalidad de socios de la entidad, y así se fijan una serie de condiciones necesarias respecto a la convocatoria y desarrollo de esa nueva Asamblea General extraordinaria:
1) Que tendrá un único punto orden del día: la renovación de los miembros del Consejo Rector cuyo mandato haya concluido o hubieran cesado en su funciones; sin perjuicio, de la obligación adicional prevista en el artículo 46.5 de la norma autonómica que señala: "En el orden del día se incluirá necesariamente un punto que permita hacer sugerencias y preguntas al órgano de administración."
2) A los efectos de no dilatar en demasía la resolución del conflicto, y en consideración a que no se precisa de elaboración de documentación, salvo la preceptiva presentación de candidaturas, este Árbitro fija como plazo máximo para la celebración de la Asamblea el de TREINTA DÍA HÁBILES a contar desde la efectiva notificación del presente Laudo a las partes.
3) El propio desarrollo del procedimiento y las distintas alegaciones vertidas en el mismo, obliga a este órgano arbitral, de acuerdo al artículo 52.6 de la Ley 11/2010, a señalar la necesidad de que se levante el acta de la Asamblea por Notario debidamente convocado, cuyos gastos correrán de cuenta de la Cooperativa, de acuerdo al segundo párrafo del referido precepto.
4) La presidencia de la Mesa será desempeñada por el órgano de administración vigente a la fecha de su celebración, pero el control sobre los asistentes y representaciones de los socios se verificará por el Notario actuante, o en su defecto, por dos socios elegidos por la propia Asamblea, sin perjuicio de la incorporación de dichos documentos al acta final de la sesión.
5) Finalmente, y a la vista de que fue el sistema empleado en la anterior Asamblea de 30 de mayo de 2015, y aceptado por la mayoría, la votación tendrá el carácter de secreta y se ejercerá por papeletas debidamente autorizadas por el Notario actuante, que de igual manera realizara las oportunas funciones de intervención del proceso.


A los efectos de mayor garantía y en funciones de asesoramiento tanto a los socios como a los miembros de la mesa de la Asamblea en materia de normativa cooperativa, este Arbitro recomienda a la entidad demandada que solicite del órgano competente de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo la presencia de un funcionario que desarrolle labores en materia de economía social y cooperativismo en la delegación provincial de la consejería en Albacete para que pueda colaborar al buen fin de la sesión.
SÉPTIMO.-  Sobre las costas del procedimiento arbitral.

En virtud de lo establecido en el artículo 4 del Reglamento de los procedimientos de arbitraje, se señala como uno de los principios rectores el de gratuidad para las partes en lo que se refiere a los honorarios del Árbitro, debiendo satisfacer cada parte los gastos efectuados a su instancia y los que sean comunes por mitad, salvo que las partes acuerden otra forma de reparto. Finalmente, para la sustanciación del presente procedimiento, el Árbitro no ha incurrido en gastos ajenos a la propia actuación arbitral.
A la vista de los antecedentes de hecho y fundamentos de derecho expuestos, procede dictar, en Derecho, el siguiente

LAUDO

PRIMERO.-   Se acuerda declarar por este Árbitro la desestimación íntegra de la demanda de arbitraje de fecha cinco de julio de dos mil quince, interpuesta por D. XXXXX y otros socios, por la que se expresamente se solicitaba de este órgano arbitral el reconocimiento de VALIDEZ DE LOS ACUERDOS DE RENOVACIÓN de cargos sociales adoptados en la Asamblea General ordinaria de treinta de mayo de dos mil quince celebrada en la Cooperativa agroalimentaria XXXXX de XXXXX; y, en consecuencia, la realización de todos los actos necesarios para la efectiva toma de posesión de los cargos de Presidente, Vocal y Tesorero por parte de los socios don XXXXX, don XXXXX y don XXXXX, respectivamente.

SEGUNDO.-   Igualmente, se acuerda por este Árbitro la  CONVOCATORIA  con carácter urgente y preferente por el Consejo Rector de la Cooperativa XXXXX de XXXXX de una nueva Asamblea General con carácter extraordinario, con el siguiente orden del día, plazos, condicionantes en su desarrollo y acta:
1) Tendrá un único punto orden del día: la renovación de los miembros del Consejo Rector, cuyo mandato haya concluido o hubieran cesado en su funciones; sin perjuicio de la obligación prevista sobre la inclusión de un punto para sugerencias y preguntas.
2) Se fija como plazo máximo para fijar la fecha para la celebración de la Asamblea el de TREINTA DÍA HÁBILES a contar desde la efectiva notificación del presente Laudo a las partes.
3) El acta de la Asamblea será levantada por Notario debidamente convocado, cuyos gastos correrán en su integridad de cuenta de la Cooperativa.

4) La presidencia de la Mesa será desempeñada por el órgano de administración vigente a la fecha de su celebración, pero el control sobre los asistentes y representaciones de los socios se verificará por el Notario actuante, o en su defecto, por dos socios elegidos por la propia Asamblea, sin perjuicio de la incorporación de dichos documentos al acta final de la sesión.

5) La votación tendrá el carácter de secreta y se ejercerá por papeletas debidamente autorizadas por el Notario actuante, que de igual manera realizará las oportunas funciones de intervención del proceso.

TERCERO.-   El presente arbitraje es gratuito para ambas partes, en lo que a honorarios y gastos del Árbitro se refiere. Con relación a los honorarios de letrados u otros profesionales que pudieran actuar en el procedimiento, deberán satisfacerse a su instancia por cada parte.


El Laudo arbitral podrá presentarse para su protocolización notarial en los plazos y con los requisitos establecidos en el artículo 31 del Reglamento.


Este Laudo, firmado por el Árbitro, será notificado a ambas partes a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, de conformidad con el artículo 29 del Reglamento y contra el mismo cabe interponer la  acción de anulación, según lo previsto en el artículo 32 del Reglamento, que se remite en esta materia a lo establecido en el artículo 40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, siendo el tribunal competente para conocer de la misma la Sala de lo Civil y de lo Penal del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha.


Todo lo anterior, sin renuncia del derecho que a las partes les asiste de solicitar la corrección, aclaración y complemento del presente Laudo, al amparo del artículo 30 del Reglamento.

CUARTO.-   Los laudos arbitrales tendrán eficacia desde su notificación a las partes en el procedimiento y cabrá, en su caso, la  ejecución forzosa  de la presente resolución, a tenor de lo establecido en el Título VIII de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje.


Se estará en materia de competencia para la determinación de los Tribunales competentes para las funciones de apoyo y control del arbitraje a lo establecido en el artículo 8 de la Ley arbitral, en la redacción dada por la Ley 11/2011.
Este es el Laudo que pronuncio, mando y firmo en Albacete, a veintiuno de enero de dos mil dieciséis.
Fdo.: Justo Juan Pliego Romero
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